
 

 

MIGUEL URIBE PROPONE NUEVA PÓLIZA PARA POLICIAS Y 
MILITARES Y SE COMPROMETE A NO NEGOCIAR CON CRIMINALES 

 

• El senador Miguel Uribe anunció la creación de tres batallones de alta montaña 
para el Valle del Cauca, con el fin de fortalecer las capacidades operacionales con 
las que cuenta actualmente la fuerza pública en este departamento.  

• Aseguró que en su gobierno no permitirá ningún bloqueo en el país, y que 
desplegará la fuerza pública para que estas acciones no afecten la movilidad y el 
trabajo de los colombianos.  

• Propuso la creación de una póliza que proteja legalmente a los soldados y 
policías en el ejercicio de sus funciones.  

 
Cali, 24 de mayo de 2025 – Durante el séptimo foro de precandidatos a la Presidencia 
organizado por el Centro Democrático en la ciudad de Cali, el senador y candidato 
presidencial Miguel Uribe, presentó una ambiciosa y decidida agenda en materia de 
seguridad y paz. En su intervención, Uribe reafirmó que su gobierno no negociará con 
organizaciones criminales mientras persistan en actividades como el narcotráfico, el 
secuestro y la extorsión. "No vamos a entregar el país a quienes lo tienen secuestrado con 
el miedo y la violencia", aseguró. 
 
Uribe advirtió que cualquier proceso de diálogo con grupos armados ilegales sólo 
será viable si estos depongan las armas, cesan completamente sus actividades 
delictivas y se someten a la justicia ordinaria sin beneficios políticos ni jurídicos. 
Planteó una estrategia integral para enfrentar el crimen organizado que incluye el 
fortalecimiento profesional y tecnológico de la Fuerza Pública, la recuperación del control 
territorial, la erradicación de economías ilícitas y el impulso de entornos seguros 
construidos junto a las comunidades. 
 
El precandidato también fue enfático en que su gobierno no otorgará estatus político a 
ninguna organización criminal. “No vamos a permitir que quienes han violado 
sistemáticamente los derechos humanos se conviertan en interlocutores del Estado. No 
habrá diferenciación jurídica entre guerrillas, paramilitares o bandas criminales”, sentenció. 
 
En relación con la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), Miguel Uribe señaló que 
esta ha funcionado más como un mecanismo de impunidad que de justicia. Por ello, 
se comprometió a promover una reforma profunda que permita recuperar su 
credibilidad institucional. Esta reforma incluirá ajustes en la composición de su 
magistratura, la revisión de los estándares probatorios y de los mecanismos de acceso a 
beneficios judiciales, con el objetivo de garantizar verdad, reparación y legalidad para las 
víctimas del conflicto. 
 
Otro de los pilares de su propuesta en materia de seguridad es la defensa y el 
respaldo jurídico a los miembros de la Fuerza Pública es que los soldados y policías 
contarán con una póliza que les cubra los gastos de defensa judicial en los que 
puedan incurrir por procesos, investigaciones, denuncias o demandas que tengan 
que enfrentar por el ejercicio de sus funciones. Además, Uribe propuso modificar y 
fortalecer la justicia penal militar.  
 



 

 

Frente a la grave situación de orden público en regiones como Jamundí y Buenaventura, 
Miguel Uribe anunció que, de llegar a la Presidencia, su primera orden será la 
recuperación inmediata del control territorial. Indicó que el Ejército tendrá la misión de 
tomar en menos de seis meses la zona rural de Jamundí, actualmente en manos del 
narcotráfico y la guerrilla. La ofensiva incluirá la destrucción de cultivos ilícitos, el 
desmantelamiento de laboratorios de droga y una inversión social sostenida con escuelas, 
vías y oportunidades reales para las comunidades. 
 
En Buenaventura, Uribe impulsará un plan de intervención integral que en tres meses 
combine operativos de alto impacto con una renovación urbana profunda. Un contingente 
especial de policías, fiscales y jueces será destinado a este distrito para judicializar a las 
estructuras criminales como los Shottas y Espartanos, así como a los funcionarios 
corruptos que las apoyan. A la par, se implementará un plan económico para acompañar al 
sector empresarial y reactivar el empleo formal. 
 
El senador también presentó una propuesta nacional dirigida a jóvenes en alto riesgo, con 
el fin de ofrecerles un camino distinto al de la criminalidad. Inspirado en experiencias 
internacionales exitosas, Uribe implementará un programa de resocialización que 
combine apoyo psicosocial, formación técnica en sectores con alta demanda laboral 
y acceso a créditos para emprender. Todo esto, bajo un enfoque claro: 
oportunidades sí, pero con autoridad y cero tolerancia al reclutamiento ilegal. 
 
En cuanto al uso de la protesta social como instrumento violento, Uribe fue categórico: “La 
protesta pacífica es un derecho; el vandalismo, un crimen”. Anunció una reforma al Código 
Penal para tipificar con severidad bloqueos ilegales, ataques a hospitales, vías y escuelas. 
Promoverá la creación de una unidad conjunta entre Policía y Fiscalía para judicializar a 
los cabecillas de estas acciones violentas, como los encapuchados que operan en 
universidades del suroccidente del país. 
 
Finalmente, advirtió que no permitirá más chantajes disfrazados de reivindicación 
comunitaria. “No más poder de veto para quienes se hacen llamar comunidades sólo para 
extorsionar. Los proyectos estratégicos no se frenarán por intereses particulares”, afirmó. 
Rechazó además la legalización de invasiones de tierras por parte de grupos indígenas y 
propuso una ley que prohíba expresamente que el Estado financie estas prácticas con 
recursos públicos. 
 
Con un enfoque claro en el orden, la legalidad, el respaldo a la Fuerza Pública y la 
protección de las víctimas, Miguel Uribe consolidó su mensaje como el único precandidato 
presidencial que propone una verdadera paz basada en justicia, autoridad y 
oportunidades. 
 


